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León, Guanajuato, a 20 veinte de julio del año 2011, dos mil once. . . . .  . . . 

V I S T O  para resolver el expediente número 391/2010-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo promovido por el ciudadano JORGE ALBERTO MIRELES CARDONA, quien ostenta el carácter de Apoderado Legal de la Persona Moral denominada “OPTIGAS CARBURACIÓN”, SOCIEDAD ANONIMA DE CAPITAL VARIABLE, en contra del Director de Regulación y Cumplimiento Ambiental de León, Guanajuato; y, por ser el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO, de oficio se estudia la personalidad jurídica del ciudadano Jorge Alberto Mireles Cardona, quien se ostenta como apoderado legal de la persona moral denominada “Optigas Carburación”, Sociedad Anónima de Capital Variable; personalidad jurídica que acredita con copia certificada notarialmente de la Escritura Pública número 8,383 ocho mil trescientos ochenta y tres, de fecha 09 nueve de noviembre del año 2000, dos mil, otorgada ante la fe del Notario Público número 54, cincuenta y cuatro, Licenciado Rodolfo Hörner Torres, en legal ejercicio en este partido judicial y en la clausula única se le otorga Poder General para Pleitos y Cobranzas, Actos de Administración y de Representación Laboral, confiriéndole todas las facultades generales y las especiales que conforme a la Ley requieran cláusula especial sin limitación alguna en términos de los dos primeros párrafos de los artículos 2554 del Código Civil para el Distrito Federal y sus correlativos de las legislaciones civiles de los demás Estados de la República Mexicana, en el que el poder se ejerza. . . . . 

TERCERO.- Que se impugna la resolución emitida en el expediente número VO/262/2009, con fecha 20 veinte de septiembre del año 2010, dos mil diez, mediante la cual se le impone a la actora una multa por la cantidad de 17,975.10 (diecisiete mil, novecientos setenta y cinco pesos 10/100 moneda nacional) y se le concede un plazo para el cumplimiento de las medidas técnicas dictadas en el considerando quinto; cuya existencia se encuentra acredita en autos de esta causa administrativa con el original de la referida resolución. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La autoridad demandada no hace  valer causal de improcedencia alguna y de autos se advierte que no se actualiza ninguna de las previstas en el citado artículo 261, por lo que en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Que en el primer concepto de impugnación de la demanda en esencia se adujó que la resolución combatida es violatoria del artículo 136 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, ya que la resolución deberá emitirse y notificarse en el transcurso de 30 treinta días hábiles siguientes, de concluido el plazo de desahogo de pruebas y la resolución fue dictada el día 20 de septiembre del año 2010, dos mil diez, siendo que su representada tuvo conocimiento de la misma el 29 veintinueve de septiembre del mismo año, es decir, la resolución se emitió 8 ocho meses y 3 tres días, después del plazo perentorio que la autoridad tenía para emitir y notificar la misma, por lo que se violenta la garantía de seguridad jurídica de su representada; y, que estamos en presencia de un acto que fue emitido cuando las facultades de la autoridad ya habían caducado, es decir, la autoridad ya no tenía facultades materiales para materializar el acto, pues las mismas habían caducado por el transcurso del tiempo, siendo que no se le puede dar validez jurídica a un acto emitido por autoridad incompetente, lo que en la especie se configura, toda vez que la autoridad demandada al día 29 veintinueve de septiembre del año 2010, dos mil diez, ya le habían caducado sus facultades; sigue manifestando que niega lisa y llanamente que se hubiere emitido y notificado al actor la orden de inspección número VO/262/2009-1, de fecha 21 veintiuno de octubre del año 2009, dos mil nueve y que se hubiere levantado el acta correspondiente. En tanto que, la autoridad demandada en esencia contesta que no le asiste la razón al actor, porque la resolución combatida se emitió dentro de los términos establecidos en el Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Concepto de impugnación que resulta PARCIALMENTE FUNDADO, en mérito de las siguientes consideraciones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La irregularidad de los actos o resoluciones administrativas están intrínsecamente relacionados con los elementos de validez, establecidos por el artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y con los requisitos de validez contemplados por el artículo 138 del mismo Código, preceptos legales que establecen: . . . . . . . . . . . . . . 


“Artículo 137.- Son elementos de validez del acto administrativo:

I.- Ser expedido por autoridad competente;

II.- Tener objeto físicamente posible, lícito, determinado o determinable, preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar, y estar previsto por el ordenamiento jurídico aplicable;

III.- Ser expedido sin que medie error sobre el objeto, motivo o  fin del acto;

IV.- Ser expedido sin que medie dolo o violencia;

V.- Constar por escrito, indicar la autoridad de la que emane y contener la firma autógrafa o electrónica del servidor público, salvo en aquellos casos en que se trate de negativa o afirmativa fictas, o el ordenamiento aplicable autorice una forma distinta de emisión, inclusive medios electrónicos; 

VI.- Estar debidamente fundado y motivado;

VII.- Cumplir con la finalidad de interés público, derivada de las normas jurídicas que resulten aplicables, sin que puedan perseguirse otros fines, públicos o privados, distintos de los que justifican el acto;
VIII.- Ser expedido de conformidad con las formalidades del procedimiento administrativo que establecen los ordenamientos jurídicos aplicables y en su defecto, por lo dispuesto en este Código; y

IX.- Ser expedido de manera congruente con lo solicitado, resolviendo expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las disposiciones jurídicas.”

“Artículo 138.- Son requisitos de validez del acto administrativo:

I.- Señalar lugar y fecha de emisión;

II.- Expedirse sin que medie error respecto a la referencia específica de identificación del expediente, documentos o nombre completo de las personas;
III.- Mencionar, en la notificación o publicación, la oficina en que se encuentre y pueda ser consultado el expediente respectivo y, en su caso, el nombre del interesado a quien vaya dirigido, tratándose de actos individuales; 
IV.- En el caso de actos administrativos que por disposición legal deban ser notificados personalmente, se hará mención de esta circunstancia en ellos; y
V.- Tratándose de actos administrativos recurribles deberá hacerse mención de los medios de defensa que procedan conforme a este ordenamiento o la Ley aplicable al caso concreto, la autoridad ante la cual deba interponerse y el plazo para ello.”

De esta manera, la emisión del acto o resolución de naturaleza administrativa dentro del plazo establecido por el Ordenamiento Legal que lo regula, no es un elemento de validez, ya  que ninguna de las fracciones que contempla el primer numeral, lo establece así y tampoco constituye un requisito de validez, porque ninguna de las fracciones del segundo precepto lo exige como tal, por lo anterior, carece de razón la parte actora, pues no puede afirmarse que la resolución impugnada, sea ilegal, por el hecho de que haya sido dictada por la autoridad demandada después del plazo que le otorga el artículo 136 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por otra parte, tampoco le asiste la razón a la parte actora, en el sentido de que caducaron las facultades de la autoridad demandada para emitir la resolución a debate, toda vez que si bien es cierto, que la referida resolución fue emitida de manera  extemporánea, también lo es, que las facultad de la autoridad demandada para determinar sanciones administrativas caduca a los 2 dos años, computados a partir del día en que se cometió la infracción administrativa, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 219, párrafos primero y tercero, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato,  numeral que lo conducente establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 219.- A falta de disposición expresa, la facultad de la autoridad para determinar sanciones administrativas caduca en dos años. 

... 

Los plazos serán continuos y se contarán desde el día en que se cometió la infracción administrativa si fuere consumada, desde que cesó si fuere continua o desde la fecha de emisión del acto que imponga la sanción.”
Conforme a lo señalado por este precepto legal resulta evidente que a los  8 ocho meses con 3 tres días, no caducó la facultad del Director de Regulación y Cumplimiento Ambiental de León, Guanajuato, para aplicar la sanción administrativa que consiste en la multa a través de la resolución combatida, pues para que opere dicha caducidad es menester el transcurso de dos años, lo que no ha acontecido en la especie. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En cuanto a la negativa lisa y llana de que se hubiere emitido y notificado al actor la orden de inspección número VO/262/2009-1, de fecha 21 veintiuno de octubre del año 2009, dos mil nueve y que se hubiere levantado el acta correspondiente, cabe mencionar que la resolución impugnada tiene la presunción de legalidad y en la especie, se parte de la premisa de que fue notificada a la impetrante la orden de inspección y de que se levantó el acta de visita de inspección; presunción juris tantum -que admite prueba en contrario-, por consiguiente, los hechos descritos en el resultando primero y segundo de la resolución impugnada, pueden ser desvirtuados. Sin embargo, es el caso que dicha presunción deja de operar por la negativa lisa y llana que manifiesta la parte actora, ya que trae como efectos la reversión de la carga de la prueba a la autoridad demandada, a quien le corresponderá demostrar la existencia de la notificación de esa orden de inspección y la existencia del acta de visita de inspección, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 47 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, el que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 47.- Los actos administrativos se presumirán legales; sin embargo, las autoridades administrativas deberán probar los hechos que los motiven cuando el interesado los niegue lisa y llanamente, a menos que la negativa implique la afirmación de otro hecho.”

Ahora bien, esta negativa de la notificación de la orden de inspección y de la existencia del acta de visita de inspección que trae como consecuencia que deje de operar la presunción de legalidad de la resolución a debate y se le revierte la carga de la prueba al Director de Regulación y Cumplimiento Ambiental, a fin de que demuestre que emitió la orden de inspección y que le notificó o entregó dicho mandamiento escrito, además debe acreditar que se levantó el acta de visita domiciliaria, ya que dicha negación no envuelve la afirmación expresa de un hecho. Lo anterior es así, de acuerdo  a las  reglas  de la  carga de la  prueba previstas en el artículo 51 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el que dispone: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 51.- Al que niega sólo le corresponderá probar, cuando:

I.- La negación envuelva la afirmación expresa de un hecho;

II.- Se desconozca la presunción legal que tenga a su favor el colitigante; y,

III.- Se desconozca la capacidad.”
Bajo la tesitura de este numeral, en la especie no se actualiza el supuesto jurídico previsto en la fracción I, pues la  negación no envuelve ninguna afirmación, de ahí que la autoridad demandada tiene la carga de la prueba, a fin de demostrar que  emitió, notificó o entregó la orden de inspección y además debe acreditar que se levantó el acta de visita domiciliaría, sin embargo, ésta autoridad no ofreció el referido mandamiento escrito, ni el acta de inspección, elemento de convicción que era necesario aportar a este Juicio, para acreditar los hechos expresados en el resultando primero y segundo de la resolución combatida, por tanto, al dejar de existir su presunción de legalidad, es claro que no se emitió sin haberse respetado las formalidades del procedimiento administrativo de origen e incumple con el elemento de validez exigido en la fracción VIII del artículo 137, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, vicios que traen como resultado su ilegalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En el segundo concepto de impugnación de la demanda en esencia se adujó la violación a lo regulado por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en relación con el artículo 137 fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; que todo acto de autoridad debe ser expedido por autoridad competente y debidamente fundado, entendiéndose por fundamentación la expresión con precisión de el o los preceptos legales aplicables al caso citando el párrafo de la fracción, fracciones, incisos, subincisos y en caso de ser una norma compleja se deberá de transcribir la parte correspondiente, lo que en la especie no se cumple, ya que en la resolución impugnada no cita algún dispositivo de su competencia material, territorial y por grado, es decir, de la fundamentación que utiliza la responsable ninguno de los dispositivos que cita le dan competencia material, territorial o por grado para emitir multas; así, con los criterios emitidos por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en cuanto a la debida fundamentación de la competencia, ya que esta garantía lleva implícita la idea de exactitud y precisión de la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, por ello, se  deja a su representada en estado de indefensión, toda vez que ignora si el proceder de la autoridad se encuentra o no dentro de su ámbito competencial por razón de materia, grado y territorio. En tanto que, la autoridad demandada respecto a este segundo concepto de impugnación contesta en esencia que el argumento expuesto es inoperante, en virtud de que la resolución combatida satisface el requisito de fundamentación al contener el mismo cuerpo de leyes que el actor violó como lo fue el artículo 72 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, que generó el motivo de multa al correlacionarse con los artículos 139 y 140 del referido Reglamento. . . . . . . . . . . . . 

Concepto de impugnación que resulta INFUNDADO, en mérito de las siguientes consideraciones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 

El requisito de fundamentación de una resolución administrativa respecto a la competencia, se cumple cuando ésta proviene de una autoridad competente y se expresen con precisión la Ley, el Reglamento u Ordenamiento Legal, las disposiciones legales que la facultan para tramitar y resolver el procedimiento administrativo de inspección y vigilancia; en el entendido que cuando algún artículo, que sirve de apoyo para emitir el acto o resolución contemple diversas fracciones, incisos o párrafos, la autoridad se encuentra constreñida a precisar la o las fracciones, el o los incisos y el o los párrafos que le concedan la facultad que ejerce frente al particular. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, analizando la resolución impugnada bajo la anterior tesitura, se advierte que en su primer considerando se expresan los artículos de los Ordenamientos Legales que le conceden atribuciones al Director de Regulación y Cumplimiento Ambiental de León, Guanajuato, para aplicar el Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, por consiguiente, cuenta con facultades para tramitar y resolver el procedimiento administrativo de inspección y vigilancia que nos ocupa; de esta manera, se justifica la competencia de la referida autoridad, toda vez que en la resolución controvertida se indican los artículos 161, fracciones I, XII y XIV,  tercero y decimo tercero Transitorios del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato y 6 fracción XXIX y 139 fracción I, del referido Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental, numerales que establecen: . .  . . 

“Artículo  161.- La Dirección  de Regulación y Cumplimiento Ambiental, tiene las atribuciones siguientes:

I.-  Vigilar, en el ámbito de su competencia, el cumplimiento de las disposiciones contenidas en los Reglamentos y ordenamientos legales cuya aplicación corresponda a la Dirección General de Medio Ambiente Sustentable;

XII.- Instaurar, substanciar y resolver en el ámbito de su competencia  los procedimientos administrativos por violaciones a los ordenamientos legales señalados en la fracción primera de este artículo;

XIV.- Imponer en la resolución administrativa correspondiente las sanciones establecidas en los ordenamientos legales señalados en la fracción primera de este artículo, en su caso, ordenar la ejecución inmediata de las medidas técnicas, de seguridad, preventivas y correctivas que resulten necesarias;”

“Artículo Tercero.-  Cualquier referencia a la “Dirección de Medio Ambiente y Ecología” o “Dirección General de Protección al Ambiente y Desarrollo Sustentable” o “Dirección General de Protección al Ambiente”, que se realice en reglamentos, acuerdos, disposiciones administrativas de observancia general o cualquier otro acto jurídico y administrativo emitido por el H. Ayuntamiento o por alguna de sus Dependencias y unidades administrativas, se entenderá que alude a la Dirección General de Medio Ambiente Sustentable.”

“Artículo Décimo Tercero.- Las atribuciones, derechos y obligaciones de las Secretarías, Direcciones Generales y de Área que se encontraban vigentes y que formaban parte de la estructura orgánica de la Administración Pública Municipal Centralizada, antes de la entrada en vigor del presente Reglamento, se subrogan en las Secretarías, Direcciones Generales, Direcciones de Área y demás unidades administrativas atendiendo a las atribuciones que en el presente ordenamiento se les establecen, así como atendiendo a la naturaleza de la materia que le corresponda a cada una de ellas.” 
“Artículo 6.- Las atribuciones que en materia de preservación y restauración del equilibrio ecológico y protección al ambiente son objeto de este Reglamento y que serán ejercitadas por conducto de la Dirección, son las siguientes:

XXIX.- Realizar visitas de inspección a establecimientos, servicios, instalaciones, obras o actividades, y en su caso, imponer las sanciones que procedan por conceptos de violaciones a este Reglamento; y”
“Artículo 139.- Las violaciones a las disposiciones de este reglamento constituyen infracciones y serán sancionadas administrativamente por la Dirección con una o más de las siguientes sanciones:

I.- Multa por el equivalente de veinte a veinte mil días de salario mínimo general vigente en el Municipio de León, Gto., al momento de imponer la sanción;”

Como puede observarse, originalmente la Dirección de Medio Ambiente y Ecología, ahora Dirección General de Medio Ambiente Sustentable, es quien tiene las facultades para realizar visitas de inspección e imponer la sanción, de ahí que tiene atribuciones para tramitar y resolver el procedimiento administrativo de inspección y vigilancia, empero, es el caso que por una disposición jurídica como lo es el artículo 161, fracciones I, XII y XIV, en relación con los artículos tercero y décimo tercero Transitorios del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, se delega esa atribución al Director de Regulación y Cumplimiento Ambiental de León, Guanajuato, por tanto, éste último si cuenta con facultades para llevar a cabo el trámite del procedimiento administrativo de origen y para aplicar sanciones administrativas por violaciones a las disposiciones del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, por tal virtud, conforme a los numerales invocados como fundamento, es claro que determinan la amplitud del obrar de la autoridad demandada en cuanto a la aplicación de sanciones administrativas en materia ambiental en esta Municipalidad; sobre el particular no se omite mencionar que conforme al artículo 156 del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, la Dirección de Medio Ambiente y Ecología, ahora Dirección General de Medio Ambiente Sustentable, dentro de sus atribuciones tiene las de aplicar y vigilar el cumplimiento de las disposiciones contenidas en los Ordenamientos siguientes: Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato; Reglamento para la Prevención y el Control de la Contaminación a la Atmósfera Generada por Vehículos Automotores, para el Municipio de León, Guanajuato; Reglamento de Parques y Jardines para el Municipio de León, Guanajuato; Reglamento de Aseo público Municipal de León, Guanajuato; Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato; el Acuerdo para el Desarrollo Forestal Sustentable del Municipio de León, Guanajuato; y, la normatividad aplicable en materia de trato adecuado a animales domésticos. . . . . . 

Por otra parte, cabe precisar que tanto la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como la doctrina administrativista Mexicana dividen la competencia de las autoridades administrativas en tres tipos a saber: por razón de materia, grado y territorio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La competencia por razón de materia, es aquella que atiende a la naturaleza y al objeto del acto o resolución, considerando la función que tiene encomendada la autoridad conforme al Ordenamiento Legal de que se trate; pues, esta competencia en nuestro Municipio, entre otras, encontramos la materia fiscal que se regula por la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, que originalmente recae en el Tesorero Municipal, la que en su caso se delega en los funcionarios de apoyo; la materia de Desarrollo Urbano que se regula por el Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, que originalmente la tiene el Director General de Desarrollo Urbano, la que en su caso se delega en los funcionario de apoyo; y, la materia de medio ambiente que se regula por el Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, cuya aplicación también recae en la autoridad demandada. En cuanto a esta competencia, se encuentra señalado de manera concreta el artículo que le confiere la atribución a la demandada para tramitar el procedimiento administrativo de inspección y vigilancia, así como para emitir la resolución a través de la cual se le aplica al impetrante la sanción administrativa impugnada, ya que justifica su facultad en los artículos 161, fracciones I, XII y XIV, tercero y décimo tercero Transitorios del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato y los artículos 6 fracción XXIX y 139 fracción I, del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La competencia por razón de grado, es aquella que le incumbe a las autoridades administrativas conforme a la estructura orgánica general de la Administración Pública Centralizada o de manera interna en una Dependencia, por lo que las funciones se ordenan por grados, según la facultad de decisión que se le confiera a la autoridad, de acuerdo al Reglamento Interior respectivo o del Ordenamiento Legal que regule la materia. En esta competencia no se requiere que se precise de manera expresa la jerarquía de la autoridad demandada, en razón de que basta con expresar los artículos de los que se desprende la delegación de la atribución que ejerce y en la especie, como se dijo en supralíneas esta competencia se desprende de los preceptos legales expresados como fundamento legal en el primer considerando de la resolución a debate. . . . . . . . . . . 

La competencia por razón de territorio, es aquella que se confiere a la autoridad administrativa atendiendo a la extensión territorial, fijando las atribuciones por zonas y en ámbito de competencia del nivel de Gobierno Municipal, a las autoridades administrativas se les concede competencia en la circunscripción territorial del Municipio, con excepción del caso de que exista un Convenio de Coordinación entre dos o más Municipios; y, en esta Municipalidad no se restringen la competencia de las autoridades administrativas por zonas. En este tenor, en la especie la autoridad demandada tiene competencia en todo el territorio del Municipio de León, Guanajuato, ya que el Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato y el Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, no restringen la competencia de la autoridad demandada a determinadas zonas del Municipio. . . . . 
En consecuencia, es evidente que en la resolución impugnada concretamente en su primer considerando se satisface el requisito de fundamentación de la competencia, ya que se invocan los artículos 161, fracciones I, XII y XIV,  tercero y decimo tercero Transitorios del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato y 6 fracción XXIX y 139 fracción I, del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, de los que se desprende que le confieren atribuciones para emitir la resolución combatida, así como para determinar la comisión de infracciones administrativas y en su caso aplicar las sanciones previstas en el Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, pero no tiene facultades para aplicar el Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La autoridad demandada carece de atribuciones para aplicar el Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato, respecto a la tramitación del procedimiento administrativo y aplicación de sanciones por violaciones a este Ordenamiento Legal, ya que la Dirección General de Medio Ambiente Sustentable, tampoco tiene encomendada esa facultada de acuerdo a lo estipulado por el artículo 156 del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, de ahí, que resulta incompetente para emitir la orden de inspección y para determinar la comisión de la infracción administrativa contemplada en el artículo 17 del citado Reglamento de Anuncios, en razón de que esta facultad no la tiene delegada, toda vez que sólo tiene competencia para vigilar el cumplimiento de las disposiciones contenidas en los Reglamentos y Ordenamientos legales cuya aplicación corresponda a la ahora Dirección General de Medio Ambiente Sustentable, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 161, fracción I, del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, precisándose que esos Ordenamientos Legales son únicamente los señalados en el artículo 156 del aludido Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal. Lo anterior es así, en virtud de que ninguna de las fracciones del artículo 9 del multicitado Reglamento de Anuncios, le concede al Director General de Medio Ambiente Sustentable, la atribución para aplicar sanciones por la violación a dicho Ordenamiento, por tal razón la resolución en este aspecto no satisface el elemento de validez exigido por la fracción I del artículo 137 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. Al respecto, no se omite mencionar que la incompetencia de la autoridad demandada se estudia de oficio, con facultades que le confiere al Juzgador el artículo 302, último párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por ser una cuestión de orden público y por el tipo de nulidad que origina. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el tercer concepto de impugnación de la demanda en esencia se aduce que la resolución combatida viola el artículo 136, párrafo segundo, del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, por contravenir la garantía de fundamentación y motivación; entendiéndose por fundamentación la expresión con precisión del o los preceptos legales aplicables al caso citando el párrafo de la fracción, fracciones, incisos, subincisos y en el caso de ser una norma compleja se deberá transcribir la parte correspondiente y por motivación la expresión con precisión de las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que hayan tenido en consideración para la emisión del acto y la resolución impugnada no cumplió con lo establecido en la fracción VI primer párrafo del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, lo anterior se desprende del capítulo denominada “resuelve”, inciso a), b) y c) del punto primero y se transcriben; la resolución es ilegal al establecer en el inciso a) la imposición de una sanción equivalente a 130 ciento treinta días de salario mínimo general vigente en este Municipio; lo anterior es así, ya que la resolución combatida carece de motivación, al omitir las operaciones aritméticas que la responsable realizó para obtener el importe de la sanción aplicada; en el inciso b) la responsable sanciona a su representada por infringir el artículo 72 del referido Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental, con 130 ciento cincuenta días de salario mínimo, viola el citado artículo 137, fracción VI, ya que del artículo 140 del invocado Reglamento se desprende que si se viola lo establecido en el por el artículo 72 del mismo Reglamento, se aplicara una sanción de 20 veinte a 60 sesenta salarios mínimos y suponiendo sin conceder que se hubiere trasgredido este artículo 72, no se le tuvo que haber aplicado 130 ciento treinta salarios mínimos; y del inciso c) se desprende que se sanciona a su representada por infringir el artículo 17 del multicitado Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental y del artículo 140 del mismo Reglamento, se desprende que no existe sanción pecuniaria alguna por la infracción del numeral 17; de lo anterior se evidencia la ilegalidad de la resolución controvertida al imponer una sanción carente de fundamento legal, por lo que debe declararse la nulidad de la resolución combatida. En tanto que, la autoridad demandada en esencia contesta que el motivo por el que se duele el actor resulta irrelevante porque el Reglamento invocado en ninguna parte exige que en la resolución se expresen las operaciones matemáticas por medio de las cuales arroja como resultado la imposición de las multas, ya que satisface el requisito de fundamentación al contener los artículos 69, 72 y 17 del multireferido Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental, por los que se genero la multa al correlacionarse con el artículo 139 fracción I y 140 del mismo Reglamento, al no mostrar el permiso requerido. . . .  . . . 
Concepto de impugnación que resulta PARCIALMENTE FUNDADO, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 


En efecto, la resolución impugnada en el inciso a) del primer punto resolutivo no se encuentra carente de motivación, en razón de que la autoridad demandada en este inciso, expresa las bases esenciales que estimo para calcular el monto de la multa en la cantidad de $7,081.10 (siete mil ochenta y un pesos 10/100 moneda nacional), ya que indica de manera expresa que equivale a 130 ciento treinta días de salario general mínimo vigente en el Municipio de León, Guanajuato, a razón de $54.47 (cincuenta y cuatro pesos 47/100 moneda nacional) por día, de ahí, que es el caso que no se requiere de operaciones complejas, pues basta de una sencilla operación aritmética que consiste en multiplicar 130 ciento treinta por $54.47 (cincuenta y cuatro pesos 47/100 moneda nacional), para que nos de cómo resultado el monto de la multa de $7,081.10 (siete mil ochenta y un pesos 10/100 moneda nacional); por consecuencia, resulta evidente que de este argumento esencial que expresa la autoridad demandada en el inciso a) del primer punto resolutivo de la controvertida resolución, se comprende el por qué se fijo el monto de la multa combatida. Al respecto resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en Jurisprudencia, con número de Registro: 254,957; Materia(s): Común; Séptima Época; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; 72 Sexta Parte; Página: 158; Genealogía: Informe 1975, Tercera Parte, Tribunales Colegiados de Circuito, página 35; Apéndice 1917-1995, Tomos III y VI, Segunda Parte, Materias Administrativa y  Común, tesis 674 y 802, páginas 493 y 544, bajo el rubro siguiente: “FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. VIOLACIÓN FORMAL Y MATERIAL. Cuando el artículo 16 constitucional establece la obligación para las autoridades de fundar y motivar sus actos, dicha obligación se satisface, desde el punto de vista formal, cuando se expresan las normas legales aplicables, y los hechos que hacen que el caso encaje en las hipótesis normativas. Pero para ello basta que quede claro el razonamiento sustancial al respecto, sin que pueda exigirse formalmente mayor amplitud o abundancia que la expresión de lo estrictamente necesario para que sustancialmente se comprenda el argumento expresado. Sólo la omisión total de motivación, o la que sea tan imprecisa que no dé elementos al afectado para defender sus derechos o impugnar el razonamiento aducido por las autoridades, podrá motivar la concesión del amparo por falta formal de motivación y fundamentación. Pero satisfechos estos requisitos en forma tal que el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica, podrá concederse, o no, el amparo, por incorrecta fundamentación y motivación desde el punto de vista material o de contenido pero no por violación formal de la garantía de que se trata, ya que ésta comprende ambos aspectos.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por otra parte, el inciso b) del primer punto resolutivo del fallo impugnado, respecto al monto de la multa equivalente a 130 ciento treinta días de salario mínimo general vigente en el Municipio de León, Guanajuato, se encuentra indebidamente fundado, en virtud de que es cierto que el artículo 140 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, no contempla la multa hasta 130 ciento treinta días de salario mínimo general, para la comisión de la falta administrativa establecida en el artículo 72 del mismo Reglamento y también es verdad que este numeral establece como sanción a la infracción administrativa que contempla, de 20 veinte a 60 sesenta días de salario mínimo general vigente en este Municipio; amén de que la autoridad demandada no hace referencia a alguna reforma o adición que haya sufrido ese precepto legal, por tal motivo se estima que en este aspecto la resolución a debate se encuentra indebidamente fundada, ya que en el tabulador establecido por el artículo 140 del citado Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental, no prevé el número de días de salario como sanción, de esta manera, la resolución impugnada respecto a la multa impuesta a la persona moral actora, por la comisión de esta infracción administrativa, incumple con el elemento de validez exigido por la fracción VI del artículo 137 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, en la presente causa administrativa se encuentra acreditada la existencia de tres vicios, como lo son: la incompetencia de la autoridad demandada y se configura la causa de ilegalidad contemplada en la fracción I del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; vicios en el procedimiento administrativo de origen y se configura la causa de ilegalidad contemplada en la fracción II del artículo 302 del aludido Código; y, la indebida fundamentación y motivación, configurándose la causal de ilegalidad contemplada en la fracción III del artículo 302 del mismo Código; por lo que, la autoridad demandada viola en perjuicio de la persona moral recurrente el artículo 4º, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; por consiguiente, con fundamento en el artículo 300 fracción II, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad total de la resolución de fecha 20 veinte de septiembre del año 2010, dos mil diez, emitida en el procedimiento administrativo de inspección y vigilancia, expediente número VO/262/2009, por el Director de Regulación y Cumplimiento Ambiental de este Municipio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 137 fracciones I y VI, 287, 298, 299, 300 fracción II y 302 fracciones I, II y III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . .  . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD TOTAL de la resolución de fecha 20 veinte de septiembre del año 2010, dos mil diez, emitida en el procedimiento administrativo de inspección y vigilancia, expediente número VO/262/2009, por el Director de Regulación y Cumplimiento Ambiental del Municipio de León, Guanajuato; por las razones expresadas en el quinto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto y a las autoridades demandadas por oficio. . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . 


Así lo resolvió y firma en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretario de Estudio y Cuenta, Licenciado Ricardo González Barrientos, Actuario de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, en suplencia de la titular, en términos del artículo 216-A, penúltimo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 20 DE JULIO DEL 2011, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 391/2010-JN.
